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Santa Marta, Quince (15) de Abril de Dos Mil Veintiuno (2021). Rad. 2021-

00063-00. 

1. OBJETO A DECIDIR 

 

Procede el despacho a resolver la presente Acción de Tutela instaurada por 

PAULINA TORREGROSA MUÑOZ, ALBERTO VANEGAS WILCHES, 

SERGIO GONZALES MADERO, EMILIO TURBAY URDA, DARWIN DE 

LEÓN JIMÉNEZ, ZOILA MARÍA CASTILLO BARROS, ANUAR MIGUEL 

RIVERA DEL TORO, MIGUEL ÁNGEL ARÉVALO RODRÍGUEZ y 

EDGARDO FARID RIVERA MARÍN, promovida contra la PROCURADURÍA 

GENERAL DE LA NACIÓN, PROCURADURIA REGIONAL DE BOLIVAR, 

PROCURADURÍA PROVINCIAL DEL CARMEN DE BOLIVAR, 

REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, REGISTRADURIA-

DELEGACIÓN DEPARTAMENTAL DEL MAGDALENA, GOBERNACIÓN 

DEL MAGDALENA y ALCALDÍA DE TENERIFE - MAGDALENA, por la 

presunta vulneración a los derechos al Mínimo Vital, Debido Proceso y al 

Trabajo entre otros.   

2. HECHOS 

Señalan los accionantes, que el día 29 de diciembre del año 2020 falleció el 
Alcalde Municipal de Tenerife - Magdalena, FREDDY RAFAEL RAMOS 

HERNANDEZ (Q.E.P.D), generándose la falta absoluta contemplada en el 
Literal a, del artículo 51 de la Ley 136 de 1994, esto es, la muerte. 
 
Ante el fallecimiento del Alcalde Municipal de elección popular, mediante el 
Decreto No. 0021 de fecha 27 de enero de2021, el Gobernador del Magdalena 
Dr., CARLOS CAICEDO OMAR convocó para el día 28 de marzo del año 
2021, a elecciones atípicas en el Municipio de Tenerife Magdalena; y a su vez, 
designó en calidad de Alcalde Encargado a RICHARD RAFAEL BARROS 

PEREA, quien tomó posesión del cargo mediante Acta del 28 de enero del año 
2021. 
 
Sostienen que el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Santa Marta, 
admitió la Acción de Tutela interpuesta por JESÚS GUSTAVO PEÑALOZA 

BUELVAS, JESÚS DAVID BARRIOS ARRIETA y DANIELA ISABEL 

PADILLA ANAYA, en calidad de miembros del comité inscriptor 
denominado Fuerza Ciudadana Tenerife- Fuerza del Cambió del Caribe en 
contra de la Registraduría Nacional y concedió la medida provisional de 
suspensión. 
 
En consecuencia de la mencionada medida provisional que prorrogó de 
manera automática todas las etapas electorales, el Gobernador del Magdalena 
Carlos Caicedo Omar y el señor Registrador Nacional del Estado Civil Dr. 
Alexander Vega Rocha, en rueda de prensa publicada el día 04 de marzo del 
año 2021, convocaron elecciones atípicas en el Municipio de TENERIFE 
Magdalena, para el próximo 09 de mayo de 2021. Posteriormente esta 
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situación fue refrendada mediante Acto Administrativo emitido por la 
Gobernación del Magdalena, No. 097 del 12 de marzo de 2021. 
 
El Alcalde encargado de TENERIFE Magdalena, el día 5 de marzo del año 
2021 a través de correo electrónico, surtió la notificación personal de los Actos 
Administrativos a través de los cuales declara insubsistentes a 5 funcionarios 
que ostentaban la calidad de Secretarios de Despacho, sin tener en cuenta que 
al encontrarse el Municipio en temporada electoral, se generaba la aplicación 
de lo que se denomina “Ley de garantías”, que como es sabido impone unas 
restricciones a la nómina del Ente Territorial. 
 
A través de los Decretos No. 011, 010, 012,013 y 014 del 5 de marzo de 2021, se 
declara insubsistente a PAULINA TORREGROSA MUÑOZ, quien ostentaba 
la calidad de Coordinadora de Salud Pública del Municipio de Tenerife; 
DARWIN DE LEÓN JIMÉNEZ, quien ostentaba el cargo de Secretario de 
Planeación del Municipio de Tenerife; EMILIO TURBAY URDA, quien 
ostentaba el cargo  de Jefe de Presupuesto del Municipio de Tenerife; SERGIO 

GONZALES MADERO, quien ostentaba el cargo de Tesorero del Municipio 
de Tenerife; y ALBERTO VANEGAS WILCHES quien ostentaba el cargo de 
Secretario de Interior del Municipio de Tenerife, respectivamente.  
 
Posteriormente mediante el Decreto No. 023 de fecha 10 de marzo de 2021, 
declara insubsistentes a ZOILA MARÍA CASTILLO BARROS, quien se 
desempeñaba como Directora de la Casa de la Cultura del Municipio de 
Tenerife; ANUAR MIGUEL RIVERA DEL TORO, quien ostentaba el cargo 
de Auxiliar administrativo del matadero del Municipio de Tenerife; MIGUEL 

ÁNGEL ARÉVALO RODRIGUEZ, quien se   desempeñaba como Jefe de 
Recursos Humanos del Municipio de Tenerife, y EDGARDO FARID RIVERA 

MARÍN, en el cargo de conductor mecánico. 
 
Aducen los accionantes que las Vías de Hecho están flagrantes en los Actos 
Administrativos; tal como se puede observar, pues bien es cierto que hay una 
prohibición legal para tales decisiones arbitrarias y contrarias a la Ley, por lo 
que resulta inaceptable que dicha vulneración a sus derechos fundamentales 
no haya sido con la intención positiva de causar daño, por lo que la 
responsabilidad referente a su conducta es meramente dolosa, pues cualquiera 
de las dos fechas que se tengan para contar el término referente a la Ley de 
Garantías (sea 28 de marzo o 9 de mayo de 2021 para celebración de las 
elecciones atípicas), se evidencia que la actuación administrativa realizada 
mediante los Actos Administrativos referenciados, son carentes de legalidad, 
pues la prohibición legal es taxativa y establece claramente las excepciones. 

 
3. PRETENSIONES DE LOS ACCIONANTES 

 
Solicitan los accionante el amparo a los derechos fundamentales a la Igualdad, 
Debido Proceso, Buena Fe y demás derechos fundamentales y prerrogativas 
constitucionales que el Juez evidencia trasgredidos con el actuar del 
demandado, en consecuencia, se ordene al ALCALDE MUNICIPAL 
ENCARGADO DE TENERIFE MAGDALENA, dejar sin efectos jurídicos los 
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Actos Administrativos de insubsistencia de PAULINA TORREGROSA 
MUÑOZ, ALBERTO VANEGAS WILCHES, SERGIO GONZALES MADERO, 
EMILIO TURBAY URDA, DARWIN DE LEÓN JIMÉNEZ, ZOILA MARIA 
CASTILLO BARROS, ANUAR MIGUEL RIVERA DEL TORO, MIGUEL 
ÁNGEL ARÉVALO RODRIGUEZ y EDGARDO FARID RIVERA MARÍN.  
 
Solicitan igualmente que se ordene al ALCALDE MUNICIPAL ENCARGADO 
DE TENERIFE MAGDALENA, dejar sin efectos jurídicos los Actos 
Administrativos de nombramiento que se emitieron para designar a sus 
reemplazos, actos que como se demostró son ilegales y violan sus derechos 
fundamentales. 
 
Así mismo solicitan se ORDENE al ALCALDE MUNICIPAL ENCARGADO 
DE TENERIFE MAGDALENA, REINTEGRAR SIN SOLUCIÓN DE 
CONTINUIDAD a PAULINA TORREGROSA MUÑOZ, ALBERTO 
VANEGAS WILCHES, SERGIO GONZALES MADERO, EMILIO TURBAY 
URDA, DARWIN DE LEÓN JIMÉNEZ, ZOILA MARIA CASTILLO BARROS, 
ANUAR MIGUEL RIVERA DEL TORO, MIGUEL ÁNGEL ARÉVALO 
RODRIGUEZ y EDGARDO FARID RIVERA MARÍN, en sus correspondientes 
cargos. 
 
Finalmente, que se ordene al ALCALDE MUNICIPAL ENCARGADO DE 
TENERIFE MAGDALENA, ABSTENERSE de seguir trasgrediendo la Ley de 
Garantías en materia de nómina y planta global, hasta tanto sea elegido el 
nuevo Alcalde por elección popular.  

 

4. ACTUACIONES PROCESALES DEL DESPACHO 

 

Este Despacho a través de Auto de fecha 26 de marzo del año 2021, admite la 

presente Acción de Tutela, ordena que se notifique a la REGISTRADURÍA 

NACIONAL, a la PROCURADURÍA PARA LA VIGILANCIA de ASUNTOS 

ADMINISTRATIVOS, a la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, a 

la PROCURADURÍA REGIONAL DE BOLIVAR, a la PROCURADURÍA 

PROVINCIAL DEL CARMEN DE BOLIVAR,  a la ALCALDÍA DE TENERIFE 

(MAG.) y a la GOBERNACIÓN DEL MAGDALENA, para que suministre en 

el término perentorio de dos (2) días hábiles, la información registrada en esas 

oficinas respecto de los hechos referidos en la Acción de Tutela. Se vinculan 

igualmente al trámite a la DEFENSORÍA DEL PUEBLO REGIONAL-

MAGDALENA, CONSEJO NACIONAL ELECTORAL y al MINISTERIO DEL 

INTERIOR. 

 

En cuanto a la Medida Provisional solicitada; se niega la misma, pues para que 

sea procedente decretar lo pretendido por los accionantes, es necesario que se 

verifique el carácter urgente de la protección a los derechos presuntamente 

vulnerados, algo que no se evidenció de inicio, pues el objeto de la medida 
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provisional solicitada, corresponde a la misma pretensión que debe desatarse 

de fondo en el fallo de Tutela. 

 

El día 12 de abril de 2021, mediante auto se ordena vincular a las personas que 

fueron designadas en reemplazo de PAULINA TORREGROSA MUÑOZ, 

quien ostentaba la calidad de Coordinadora de Salud Pública de Municipio de 

Tenerife; ALBERTO MARIO VANEGAS WILCHES, quien ostentaba la calidad 

de Secretario de Interior del Municipio de Tenerife; SERGIO GONZALES 

MADERO, quien ostentaba la calidad de Tesorero del Municipio de Tenerife; 

EMILIO TURBAY URDA quien ostentaba la calidad de Jefe de Presupuesto 

del Municipio de Tenerife; DARWIN DE LEÓN JIMÉNEZ, quien ostentaba la 

calidad de Secretario de Planeación del Municipio de Tenerife; ZOILA MARIA 

CASTILLO BARROS, quien se desempeñaba como Directora de la Casa de la 

Cultura de Tenerife; ANUAR MIGUEL RIVERA DEL TORO, en el cargo de 

Auxiliar administrativo del matadero de Tenerife; MIGUEL ÁNGEL 

ARÉVALO RODRIGUEZ, en el cargo de Jefe de Recursos Humanos de 

Tenerife y EDGARDO FARID RIVERA MARÍN quien ostentaba el cargo de 

conductor mecánico, para que por conducto del ALCALDE MUNICIPAL DE 

TENERIFE – MAGDALENA se sirva notificarlos del trámite que se adelanta 

en la presente Acción de Tutela, y para que si a bien lo tienen se pronuncien 

dentro del trámite constitucional, con la finalidad de garantizarles el derecho a 

la Defensa y al Debido Proceso. 

 

Así mismo se solicitó al Alcalde del Municipio de TENERIFE (MAG), aportar a 

la actuación las Resoluciones mediantes las cuales declara insubsistente a los 

accionantes, como las Resoluciones de nombramiento de las personas que los 

remplazaron, con sus respectivas actas de posesión.  

 

4.CONTESTACIÓN DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS Y 

VINCULADAS 

 

4.1 RESPUESTA DE LA REGISTRADURÍA NACIONAL  

 

 
LUIS FRANCISCO GAITÁN PUENTES, Jefe de la Oficina Jurídica de la 

Registraduría Nacional del Estado Civil, señala que Teniendo en cuenta los 

hechos narrados en la acción de tutela y la notificación hecha por este 

despacho, indica que la Sede Central de la Registraduría Nacional del Estado 

Civil, no tiene competencia para pronunciarse sobre lo pretendido por el actor, 

pues los actos que motivaron la presente solicitud de amparo constitucional 

fueron proferidos por el Alcalde encargado del municipio de Tenerife - 

Magdalena dentro del marco jurídico y en ejercicio de sus competencias como 

autoridad administrativa. 
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Sostiene que la presente solicitud de amparo se torna improcedente en el 

entendido que la supuesta afectación a los derechos fundamentales alegados 

por la parte actora, devienen de actos administrativos, los cuales pueden ser 

controvertidos vía judicial ante la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativa, de igual forma, no se advierte en el presente asunto un 

perjuicio irremediable para la procedencia de la tutela como mecanismo 

transitorio. 

 

4.2 RESPUESTA DEL ALCALDE DE TENERIFE MAGDALENA 

 

Señala el alcalde que se opone a la presente acción manifestando que existe 

improcedencia del mecanismo excepcional activado, toda vez que, para 

controvertir la legalidad de los actos enjuiciados, el ordenamiento jurídico 

colombiano tiene otro medio de control que es el de NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO; así mismo aduce que estamos ante la 

inexistencia de un perjuicio remediable, pues los accionantes no demostraron 

los mismos. 

 

Sostiene que la presente acción se torna improcedente, pues la desvinculación 

de los accionantes se hizo a través de actos administrativos de contenido 

particular y concreto, en el ejercicio de sus facultades como nominador.  Los 

accionantes fueron funcionarios de libre nombramiento y remoción, sin fuero 

de estabilidad o permanencia en el cargo.  

 

Aduce que, de la situación fáctica esgrimida como soporte del amparo, emerge 

claro que no se trata de una situación de relevancia constitucional que amerite 

el mecanismo excepcional propuesto, y en el contexto en que supuestamente 

se produce la vulneración de los derechos identificados en la acción, es de 

naturaleza eminentemente legal y es propicio discutirlo en el escenario judicial 

que corresponde que no es otro que el de la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa.  

 

4.3 RESPUESTA POR PARTE DE LA GOBERNACIÓN DEL 

MAGDALENA  

 

 CRISPÍN ROBERTO PAVAJEAU VILLAZÓN, actuando como Jefe de la 

Oficina Asesora Jurídica del Departamento del Magdalena, señala que el 30 de 

diciembre de 2020, se recibe de parte de la Alcaldía de Tenerife copia 

escaneada del Certificado de Defunción del Alcalde elegido en el periodo 

constitucional 2020-2023, FREDDY RAFAEL RAMOS HERNANDEZ, 

identificado con Cédula de Ciudadanía Número 5.123.044 de Tenerife. Quien 

Falleció el día 29 de diciembre del año 2020; en la clínica la Asunción en la 
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ciudad de Barranquilla, y copia del Acto Administrativo DECRETO No 190 de 

10 de diciembre de 2020 "POR MEDIO DEL CUAL SE ENCARGA UN 

FUNCIONARIO DE LA ALCALDÍA MUNICIPAL DE TENERIFE- 

MAGDALENA”, mediante el cual, el alcalde antes de ingresar al Hospital 

encargó al Secretario de Interior del Municipio de las funciones del Alcalde.  

 
La Gobernación del Magdalena, expidió el Decreto No. 0369 del 30 de 
diciembre de 2020, “POR MEDIO DEL CUAL SE DECLARA FALTA 
ABSOLUTA EN EL CARGO DE ALCALDE DEL MUNICIPIO DE TENERIFE 
EN EL DEPARTAMENTO DEL MAGDALENA Y SE HACE UN ENCARGO”  
designando a Designar como al Alcalde encargado del Municipio de Tenerife - 
Magdalena al señor YANG PAUL DOMINGUEZ MONTAÑO, identificado con 
cédula de ciudadanía No. 85.475.017, hasta que se surta el procedimiento señalado en 
los artículos 314 de la Constitución Política y 106 de la Ley 136 de 1994, modificado 
por el parágrafo 3° del artículo 29 de la Ley 1475 de 2011. 
 
Sostiene que la Registraduría Nacional del Estado Civil, mediante 
correspondencia de fecha 5 de enero de 2021, con radicado No 000592, 
recibido en esta entidad con radicado No. R-2021-000299les da respuesta a lo 
solicitado en el Artículo Tercero del Decreto 0369 de fecha 30 de diciembre de 
2020, de la siguiente manera:  
 

“El señor Freddy Rafael Ramos Hernández identificado con cédula de 
ciudadanía número 5.123.044, fue Avalado e inscrito como candidata a la 
Alcaldía del Municipio de Tenerife - Magdalena, para las Elecciones de 
Autoridades Territoriales del 27 de octubre de 2019, para el periodo 
Constitucional 2020-2023, por el Partido Social de Unidad Nacional Partido 
de la U”.  

 
El Gobernador del Magdalena, Dr. CARLOS EDUARDO CAICEDO OMAR, 
mediante oficio de fecha 13 de enero 2021, con radicado No. E-2021-000144, 
dirigido y enviado vía email a la señora DILIAN FRANCISCA TORO 
Presidenta Partido de la U, le comunicó lo siguiente:  
 

“A petición nuestra, los Delegados Departamentales del Registrador 
Nacional de Estado Civil en el Magdalena, Doctores Ricardo Montoya 
Infante y Yurleidis Yoasin Granados Glen, remitieron a este despacho 
copia del "Formulario E-8 AL" que corresponde a la lista definitiva de 
candidatos inscritos a la alcaldía del municipio de Tenerife, departamento 
del Magdalena, documento que da cuenta que el Partido Social de Unidad 
Nacional (Partido de la U) inscribió al señor FREDDY RAFAEL 
RAMOS HERNÁNDEZ como candidato a la Alcaldía del municipio de 
Tenerife para el período constitucional 2020-2023.  
Con ocasión del fallecimiento del alcalde FREDDY RAFAEL RAMOS 
HERNANDEZ, ocurrido el pasado 29 de diciembre de 2020 expedí el 
Decreto Departamental No 369 de 2020, por medio del cual se declara la 
falta absoluta del cargo de Alcalde del municipio de Tenerife y se realiza 
un encargo pro tempore hasta tanto se surta el proceso de qué trata la Ley 
1475 de 2011, propósito, este último, para el cual solicito a ese Partido se 
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sirvan conformar y enviar a este despacho una terna integrada por 
ciudadanos pertenecientes al partido que usted preside para proceder 
conforme lo establecido en nuestro ordenamiento jurídico”  

 
El Partido de la U, mediante oficio de fecha No. OFI21-SGPU-021, de 18 de 
enero del 2021, con asunto REMISIÓN TERNA ALCALDE ENCARGADO 
PARA EL MUNICIPIO DE TENERIFE - MAGDALENA. R.I. 20210080 - RAD.: 
GOBERNACIÓN: E/ 2021/000144, nos informa que deja a disposición los 
nombres que a continuación se relacionan, con el objetivo de que sea 
designado el Alcalde encargado del MUNICIPIO DE TENERIFE en el 
DEPARTAMENTO DE MAGDALENA.  

 
La Registraduría Nacional del Estado Civil, mediante correspondencia de 
fecha 21 de enero de 2021, con radicado No 000016, recibido en esta entidad 
con radicado No. R-2021-000769, con el Asunto: Oficio de fecha 18 de enero de 
2021 - Elecciones atípicas Tenerife. Nos señala como fecha posible para efectuar 
la elección, el día 28 de marzo de 2021.  
 
El 26 de enero de 2021, el suscrito Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la 
Gobernación del Magdalena, envía al Gobernador del Magdalena, Dr. 
CARLOS EDUARDO CAICEDO OMAR, CONCEPTO REMISIÓN TERNA 
ALCALDE ENCARGADO PARA EL MUNICIPIO DE TENERIFE- 
MAGDALENA. R.I 20210080-RAD.: GOBERNACIÓN: E/2021/000144.  
 
La Gobernación del Magdalena, expidió el Decreto No. 0021 del 27 de enero 
de 2021, “"POR MEDIO DEL CUAL REALIZA UN ENCARGO Y SE SEÑALA 
LA FECHA PARA LA ELECCIÓN DE NUEVO ALCALDE DEL MUNICIPIO 
DE TENERIFE- DEPARTAMENTO DEL MAGDALENA".  
 
El 29 recibieron de la Registraduría Nacional del Estado Civil, email con 
asunto: CALENDARIO ELECCIONES TENERIFE MAGDALENA MARZO 28 
DE 2021.  
 

 El Secretario del Interior de la Gobernación del Magdalena, envió el 
Decreto No. 0021de 27 de enero de 2021, según la siguiente relación:  

 
- Oficio No. E-2021-000602 de fecha 28 de enero de 2021, dirigido a la 
señora: ALEJANDRA BARRIOS, Directora Misión de Observación 
Electoral.  

- Oficio No. E-2021-000601 de fecha 28 de enero de 2021, dirigido a la 
señora DILIAN FRANCISCA TORO, Presidente Partido de la U  

- Oficio No. E-2021-000600 de fecha 28 de enero de 2021, dirigido al 
señor PEDRO FELIPE GUTIÉRREZ, Presidente Consejo Nacional 
Electoral.  

- Oficio No. E-2021-000599 de fecha 28 de enero de 2021, dirigido al 
señor LUIS FERNANDO NAVARRO, Ministro de Defensa (E).  
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- Oficio No. E-2021-000597 de fecha 28 de enero de 2021, dirigido al 
señor DANIEL PALACIO MARTÍNEZ, Ministro del Interior  

- Oficio No. E-2021-000592 de fecha 28 de enero de 2021, dirigido al 
ALEXANDER VEGA ROCHA Registrador Nacional del Estado Civil  

- Oficio No. E-2021-000593 de fecha 28 de enero de 2021, dirigido a la 
señora MARGARITA CABELLO BLANCO Procuradora General de la 
Nación  

 
El Secretario del Interior de la Gobernación del Magdalena, realizó la 
CONVOCATORIA, para realizar Reunión de Comisión Departamental para la 
Coordinación y Seguimiento Electoral, el día 9 de febrero de 2021, dirigida al 
Sr. Comandante Departamento de Policía del Magdalena, Sr. Comandante 
Batallón Córdova, a la que también se invitaron a los señores: Sr. Director 
Seccional de Fiscalías, Sr. Presidente del Tribunal Superior del Distrito 
Judicial, Sra. Procuradora Regional, Sr. Contralor Departamental, Sr. 
Presidente Colegiatura del Contralor General en el departamento, Sr. Defensor 
Regional del Pueblo, Sres. Delegad os del Registrador Nacional, Sr. Alcalde 
municipal de Tenerife (e), Sr. Director del CTI de la Fiscalía General de la 
Nación, Sres. Voceros de los partidos y movimientos políticos y grupos 
significativos de ciudadanos que postulen candidatos Misión de Observación 
Electoral- MOE.  
 
El 9 de febrero del 2021, se recibe de FUERZA CIUDADANA TENERIFE 
FUERZA DEL CAMBIO CARIBE, solicitud para instalar la comisión de 
coordinación y seguimiento electoral para las elecciones atípicas 2021, del 
municipio de Tenerife-Magdalena. Las elecciones quedaron programadas para 
el 9 de mayo de 2021. 
 

Señala que la APLICACION DE LA LEY DE GARANTIAS EN 
ELECCIONES ATÍPICAS EN TENERIFE: 
  
En el presente proceso de Acción de Tutela, interpuesta por los señores 
PAULINA TORREGROSA MUÑOZ-ALBERTO VANEGAS WILCHES-
SERGIO GONZALEZ MADERO-EMILIO TURBAY URDA- DARWIN DE 
LEÓN JIMÉNEZ-ZOILA MARÍA CASTILLO BARROS-ANUAR MIGUEL 
RIVERA DEL TORO-MIGUEL ÁNGEL ARÉVALO RODRÍGUEZ Y 
EDGARDO FARID RIVERA MARÍN, son irrelevantes las interpretaciones, 
conceptos y contra argumentos relativos a la APLICACIÓN DE LA LEY DE 

GARANTIAS, durante la etapa previa a las ELECCIONES ATÍPICAS DE 

ALCALDE MUNICIPAL DE TENERIFE-MAGDALENA, porque lo que se 
discute es notoriamente distinto: El ejercicio de la potestad nominadora por un 
ALCALDE ENCARGADO quien preside una ELECCIÓN ATÍPICA.  
 
DE LA LEY DE GARANTIAS EN ELECCIONES ATÍPICAS. - ¿La pregunta 
es, si puede el ALCALDE ENCARGADO DEL MUNICIPIO DE TENERIFE-
MAGDALENA sustituir o declarar insubsistente a funcionarios de LIBRE 
NOMBRAMIENTO Y REMOCIÓN pese a estar rigiendo la ley de garantías?  
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La conformación de Gabinete o Equipo de Gobierno del Mandatario 
Encargado, con personas de su confianza directa, afinidad ideológica y 
política, en concordancia con su concepción de las políticas públicas y del 
ejercicio del poder, constituye una hipótesis similar a las que la 
JURISPRUDENCIAS ADMINISTRATIVAS ha reconocido como 
EXCEPCIONES LEGITIMAS A LAS RESTRICCIONES DE LA LEY 996 DE 
2005, en aras de continuidad, eficacia y eficiencia de la Función Pública.  
 
LA INMOVILIDAD RELATIVA TEMPORAL DE LA LEY DE 
GARANTIAS. - Esta no se ideo, para perpetuar en los empleos a nadie, por 
sus calidades o derechos subjetivos, sino para fortalecer las garantías de la 

democracia formal electoral. La Ley no puede llegar a la casuística exhaustiva 
y por ello describe prohibiciones generales.  Lo que el Legislador omitió 
proveer, es el escenario que aquí se aborda: el de un mandatario territorial 
encargado, para presidir una elección atípica, cobijado por las limitaciones que 
impone la ley 996. La Jurisprudencia y la Doctrina, han considerado que las 
EXCEPCIONES PLANTEADAS POR LA LEY DE GARANTÍAS, pueden 
aplicarse en otros casos similares, como el retiro de un servidor público, por 
remoción debidamente justificada entre otras circunstancias, tal como lo 
dijo para este caso, la Sección Segunda del Consejo de Estado en sentencias 
reiteradas. 
 

4.4 RESPUESTA DEL PROCURADOR PROVINCIAL EL CARMEN DE 

BOLIVAR  

 

JAVIER ANTONIO COHEN PEÑALOZA, señala que con referencia a los 

hechos de la acción recibió queja interpuesta por parte de los accionantes en 

razón a la declaratoria de insubsistencia decretada por el Alcalde encargado 

de Tenerife – magdalena, queja que fue radicada con el IUS- 2021-123001 y que 

en estos momentos está siendo evaluada.  

 

4.5 RESPUESTA DEL CONSEJO NACIONAL ELECTORAL 

 

Guardo silencio.  

 

4.6 RESPUESTA DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO REGIONAL – 

MAGDALENA  

 

Guardo silencio.  

 

4.7 RESPUESTA DE LA PROCURADURÍA PARA LA VIGILANCIA Y 

ASUNTOS ADMINISTRATIVOS 

 

Guardo silencio.  

 

4.8 RESPUESTA DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN  
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Guardo silencio.  

4.9 RESPUESTA DE LA PROCURADURÍA REGIONAL DE BOLIVAR 

 

Guardo silencio.  

 

4.10 RESPUESTA DEL MINISTERIO DEL INTERIOR 

 

Guardo silencio.  

 

5. CONSIDERACIONES 

 

5.1. PROBLEMA JURÍDICO 

 

En atención a las pretensiones de los accionantes y los argumentos expuestos 

por los convocados al presente trámite constitucional, lo que corresponde a 

este Despacho Judicial es determinar, si EL ALCALDE (E) DEL MUNICIPIO 

DE TENERIFE–MAGDALENA, vulneró con su decisión los derechos 

fundamentales invocados por PAULINA TORREGROSA MUÑOZ, ALBERTO 

VANEGAS WILCHES, SERGIO GONZALES MADERO, EMILIO TURBAY 

URDA, DARWIN DE LEÓN JIMÉNEZ, ZOILA MARÍA CASTILLO BARROS, 

ANUAR MIGUEL RIVERA DEL TORO, MIGUEL ÁNGEL ARÉVALO 

RODRÍGUEZ Y EDGARDO FARID RIVERA MARÍN, al separarlos del cargo 

que venían desempeñando mediante la declaratoria de Insubsistencia; no 

obstante encontrarse dentro del marco de vigencia de la LEY DE 

GARANTIAS, como consecuencia de la convocatoria para elecciones atípicas 

del Alcalde Municipal.  

 

5.2. ARGUMENTOS DEL DESPACHO 

 

I. La Acción de Tutela es un mecanismo judicial por medio del cual, 

cualquier persona puede solicitar la protección inmediata de sus derechos 

fundamentales, cuando resulten vulnerados o amenazados, por la acción u 

omisión de una autoridad pública o de un particular, en los términos que 

señala la ley. 

 

La finalidad de la Acción de Tutela radica, en garantizar la protección de los 

derechos fundamentales de quien solicita el amparo constitucional. De este 

modo, cuando las supuestos fácticos que dieron origen a la acción de tutela 

cesaron, desaparecieron o se superaron por cualquier causa, la acción de 

amparo pierde su razón de ser al no existir un objeto jurídico sobre el cual 
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proveer, de tal forma que cualquier orden que emita el juez de tutela en estos 

casos resultaría vacua e ineficaz.1 

 

El reiterado precedente Jurisprudencial de la Honorable Corte Constitucional 

ha precisado que, la Acción de Tutela es un instrumento jurídico que permite 

brindar a cualquier persona, sin mayores requisitos de orden formal, la 

protección específica de sus derechos constitucionales fundamentales cuando 

de acuerdo a las circunstancias de cada caso y a falta de otro medio de orden 

legal que permita el amparo de tales derechos, estos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de una autoridad pública o de un 

particular en los términos que señala la ley. Se trata de una acción que 

presenta como característica fundamental la de ser mecanismo inmediato y 

efectivo para la debida protección del derecho constitucional violado, y la de 

ser subsidiaria, pues, su implementación sólo resulta procedente a falta de 

otro medio de defensa judicial, salvo que se trate de un perjuicio irremediable. 

 

Este mecanismo de protección, está consagrado en el artículo 86 de la Carta 

Superior de la siguiente manera: 

 

“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar 

ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un 

procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien 

actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier 

autoridad pública. 

La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de 

quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, 

que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el 

juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión. 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro 

medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la 

solicitud de tutela y su resolución. 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede 

contra particulares encargados de la prestación de un servicio 

público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés 

colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de 

subordinación o indefensión. 

 

                                                           
1 Corte Constitucional, Sentencia T-578A del 2011.  
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Así mismo, de conformidad con el artículo 2º y en armonía con el 5º del 

Decreto 2591 de 1991, ordenamiento jurídico que reglamentó el artículo 86 de 

la Constitución Política de Colombia, precisamos que la Acción de Tutela 

procede contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, que haya 

violado, viole o amenace violar cualquiera de los derechos constitucionales 

fundamentales. De igual manera, refiriéndose a las causales de improcedencia 

de la acción de tutela, contempla el artículo 6º de la norma en cita, que no 

procede la acción de tutela, entre otras causas, cuando existan otros recursos o 

medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable.     

 

De las normas citadas se colige, que la Acción de Tutela es un instrumento 

subsidiario, su procedencia está supeditada a la ausencia absoluta de otro 

mecanismo judicial que logre garantizar la protección de los derechos 

invocados. Sin embargo, esta regla encuentra su excepción cuando se utiliza 

como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En el caso 

sub-júdice, considera el despacho, que como el tema central objeto de discusión 

es el derecho fundamental al mínimo vital, debido proceso entre otros, se 

convierte la acción de tutela en el mecanismo propicio para dirimir el 

conflicto. 

 

II. Debemos señalar la procedencia de la presente acción, conforme a lo 

dispuesto por el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, en concordancia con el 

artículo 86 de la Constitución; no obstante que se disponga su improcedencia 

cuando existan otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice 

como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  La propia 

norma establece que la eficacia del mecanismo debe valorarse “atendiendo las 

circunstancias en que se encuentre el solicitante”, lo cual propone, como lo ha 

expuesto la Corte Constitucional2, que han de existir medios verdaderamente 

aptos para la protección de los derechos, cuándo ello ocurre la persona debe, 

según el caso, recurrir en vía gubernativa o acudir a la vía judicial ordinaria y 

no mediante tutela, pues el carácter subsidiario de esta acción así lo requiere.   

 

Sin embargo, es factible que dadas determinadas situaciones especiales, el otro 

medio de defensa no posea la suficiente idoneidad para amparar los derechos 

de los titulares, evento en el que la tutela se constituye como el medio válido de 

defensa judicial. En consideración a que la Corte ha fijado una  amplia línea 

jurisprudencial sobre la materia3, por tal razón esta agencia judicial no se 

extenderá en este aspecto, sino que de inmediato entrará a determinar la 

procedencia de la acción objeto de revisión.  

                                                           
2 Sentencias T-179 de 2003, T-620 de 2002, T-999 de 2001, T-968 de 2001, T-875 de 2001, 
T-037 de 1997, entre otras. 
3 Sentencias T-127 de 2001, T-384 de 1998 y T-672/98, entre otras. 
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Aunque los accionantes tendrían la posibilidad de acudir a la vía Contencioso 
Administrativa (acción de nulidad y restablecimiento del derecho) consagrada 
por el artículo 85 del Código Contencioso Administrativo; resulta evidente, 
palmaria e incontrovertible la existencia del Perjuicio Irremediable, atendido 
que con ocasión a la desvinculación que realizó el Alcalde Municipal, pasando 
por encima de la prohibición expresa dentro del marco de vigencia de la Ley de 
Garantías, los accionantes dejaran de percibir los salarios que representan los 
ingresos necesarios para su sostenimiento, los cuales venían derivando con 
ocasión al ejercicio de los cargos de los cuales fueron separados y en los que 
habían sido designados en legal forma. Cabe precisar al respecto, que la 
cobertura de dicha Ley de Garantías solo culmina cuando se elija y posesione al 
nuevo Alcalde mediante el voto, es decir por elección popular, y mientras que 
la Jurisdicción Contencioso Administrativa decide en este caso la solicitud de 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho, se habrá superado el periodo de la ley 
de Garantías, por lo tanto no sería la vía jurídica preferente para excluir la 
Constitucional. 

  
La Corte Constitucional, acorde con su reiterado precedente jurisprudencial 
ha señalado al respecto, que efectivamente resulta posible acudir a la Acción 
de Tutela en circunstancias como a las que se alude por los actores y que aquí 
nos ocupan, con la finalidad de proteger  los derechos fundamentales ligados 
al ejercicio de los derechos políticos a  ser elegido y a desempeñar cargos 
públicos (art. 40 C.P.), a pesar de  la  posibilidad que se tiene para acudir a la 
Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.4 
 

III. Ahora bien, para el caso objeto de estudio es necesario enmarcar la 

procedencia de la misma, cuando nos encontramos frente a la expedición de 

unos Actos Administrativos, tal como se muestra en esta oportunidad por el 

Tribunal Supremo Constitucional en la Sentencia T- 260 de 2018, que al 

respecto ha señalado:  

 

“ ha determinado que, excepcionalmente, será posible reclamar 

mediante la acción de tutela la protección de los derechos 

fundamentales vulnerados por la expedición de un acto 

administrativo, no sólo cuando se acude a la tutela como medio 

transitorio de amparo, evento en el cual será necesario acreditar la 

ocurrencia de un perjuicio irremediable, sino también cuando se 

constata que el medio de control preferente carece de idoneidad y/o 

eficacia para garantizar la protección oportuna e inmediata sobre los 

derechos fundamentales vulnerados” 

 

Así mismo señala:  

 

“Se observa entonces, que para que proceda el presente mecanismo 

constitucional en un caso como el que nos ocupa donde se alega la 

vulneración del debido proceso por una serie de actos administrativos 

                                                           
4  Sentencia T-870/05. 
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expedidos a lo largo de un proceso liquidatario, debe constatarse como 

requisito sine qua non, un perjuicio irremediable que desplace la órbita de 

competencia del juez contencioso administrativo. 

 
Por lo tanto, el juez constitucional debe examinar si se configuran en el caso 
concreto las características del perjuicio irremediable establecidas en los 
reiterados pronunciamientos de esta corporación, a fin de determinar: (i) que 
el perjuicio sea inminente, lo que implica que amenace o esté por suceder 
(ii) que se requiera de medidas urgentes para conjurarlo, que implican la 
precisión y urgencia de las acciones en respuesta a la inminencia del 
perjuicio, (iii) que se trate de un perjuicio grave, que se determina por la 
importancia que el Estado concede a los diferentes bienes jurídicos bajo su 
protección, y (iv) que solo pueda ser evitado a través de acciones 
impostergables, lo que implica que se requiere una acción ante la inminencia 
de la vulneración, no cuando se haya producido un desenlace con efectos 
antijurídicos; por lo que no puede pretenderse entonces, vaciar de 
competencia la jurisdicción ordinaria o contencioso administrativa en busca 
de obtener un pronunciamiento más ágil y expedito sobre los procedimientos 
ordinarios.”5  
 

En otro pronunciamiento, la Corte Constitucional señala:  
 

“El derecho al debido proceso administrativo ha sido estudiado en 

múltiples oportunidades por esta Corporación. Esta garantía se 

encuentra consagrada de manera expresa en el artículo 29 

constitucional, entre otras disposiciones superiores, y consiste en el 

respeto a las formas previamente definidas, en punto de las 

actuaciones que se surtan en el ámbito administrativo, 

salvaguardando en todas sus etapas los principios de contradicción e 

imparcialidad. Corresponde en este contexto al juez constitucional 

determinar su alcance y aplicación, en atención a los principios de 

eficacia de la administración y observancia de los fines inherentes a la 

función público. 

  
Así pues, este derecho es definido como (i) el conjunto complejo de 
condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en 
el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad 
administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y 
(iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional 
y legal. 
 
El objeto de esta garantía superior es entonces (i) asegurar el ordenado 
funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias 
actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la 
defensa de los administrados” 
 

El derecho al debido proceso administrativo se traduce en la garantía 
que comprende a todas las personas de acceder a un proceso justo y 
adecuado, de tal manera que el compromiso o privación de ciertos 
bienes jurídicos por parte del Estado a sus ciudadanos no pueda 
hacerse con ocasión de la suspensión en el ejercicio de los derechos 

                                                           
5 Sentencia T – 260 de 2018 M.P.  
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fundamentales de los mismos. Es entonces la garantía consustancial e 
infranqueable que debe acompañar a todos aquellos actos que 
pretendan imponer legítimamente a los sujetos cargas, castigos o 
sanciones como establecer prerrogativas. Si bien la preservación de los 
intereses de la administración y el cumplimiento de los fines propios 
de la actuación estatal son un mandato imperativo de todos los 
procedimientos que se surtan a este nivel, en cada caso concreto debe 
llevarse a cabo una ponderación que armonice estas prerrogativas con 
los derechos fundamentales de los asociados”6 
 

 
IV. Nuestro Máximo Tribunal Constitucional ha reiterado el precedente en 
torno al Debido Proceso Administrativo, señalando que este abarca el interés 
jurídico relacionado con la necesidad de someter los actos del poder público a 
normas previamente establecidas, es consustancial al Estado de Derecho y, 
naturalmente, a toda organización política que se caracterice por la vigencia de 
un sistema democrático, en el cual los ciudadanos y las demás personas tienen 
derecho a conocer y controvertir las decisiones adoptadas por las autoridades 
públicas. 
  
El Debido Proceso Administrativo, “… comprende una serie de garantías con 
las cuales se busca sujetar a reglas mínimas sustantivas y procedimentales, el 
desarrollo de las actuaciones adelantadas por las autoridades en el ámbito 
judicial o administrativo, con el fin de proteger los derechos e intereses de las 
personas vinculadas, pues es claro que el debido proceso constituye un límite 
material al posible ejercicio abusivo de las autoridades estatales...”7 

 
Así mismo señala que, en desarrollo del principio de legalidad, según el cual 
toda competencia ejercida por las autoridades públicas debe estar 
previamente señalada en la ley, como también las funciones que les 
corresponden y el trámite a seguir antes de la adopción de determinadas 
decisiones. Igualmente, el principio de Legalidad impone a las autoridades el 
deber de comunicar adecuadamente sus actos y el de dar trámite a los recursos 
administrativos previstos en el ordenamiento jurídico. 

  
El desarrollo del principio de Legalidad y el Debido Proceso Administrativo 

representan un límite jurídico al ejercicio del poder político, en la medida en 

que las autoridades públicas únicamente podrán actuar dentro de los ámbitos 

establecidos por el sistema normativo, favoreciendo de esta manera a las 

personas que acuden ante quienes han sido investidos de atribuciones públicas. 

Es lo relativo al respeto del principio de Legalidad, lo que para el caso objeto de 

este trámite constitucional no cumplió el Alcalde (E) de TENERIFE (Mag) 

RICHARD RAFAEL BARROS PEREA, violentó de forma Flagrante y Directa 

el Debido Proceso Administrativo con los Actos Administrativos expedidos, 

toda vez que desvinculó a los nueve (9) accionantes de los cargos que venían 

ocupando, aún cuando estaban amparados por la Ley de Garantías (Ley 996 de 

                                                           
6 Sentencia T- 525 de 2006 M.P. CLARA INES VARGAS HERNANDEZ 
7 Sentencia C-383 de 2000 
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2005), fue en contravía directa de la expresa prohibición normativa acerca que 

la nómina de empleados debe permanecer intangible, la que no puede ser 

modificada so pretexto alguno, y es precisamente a estos aspectos a los que se 

refiere el precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional, que reiteramos 

en lo pertinente con la cita del Artículo 38 de la Ley 996 de 2005, que señala:  

 

“ Los gobernadores, alcaldes municipales y/o distritales, secretarios, 

gerentes y directores de entidades descentralizadas del orden municipal, 

departamental o distrital, dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las 

elecciones, no podrán celebrar convenios interadministrativos para la 

ejecución de recursos públicos, ni participar, promover y destinar 

recursos públicos de las entidades a su cargo, como tampoco de las que 

participen como miembros de sus juntas directivas, en o para reuniones 

de carácter proselitista. 

(…) 

La nómina del respectivo ente territorial o entidad no se podrá 

modificar dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones a 

cargos de elección popular, salvo que se trate de provisión de cargos 

por faltas definitivas, con ocasión de muerte o renuncia irrevocable 

del cargo correspondiente debidamente aceptada, y en los casos de 

aplicación de las normas de carrera administrativa.” 

 

V. Con respecto al Debido Proceso Administrativo debemos concluir 

entonces, que se entiende como tal y para los efectos previstos por el artículo 29 

de la Constitución Política, que es un conjunto complejo de circunstancias de la 

administración que le impone la ley para su ordenado funcionamiento, para la 

seguridad jurídica de los administrados y para la validez de sus propias 

actuaciones, ya que su inobservancia puede producir sanciones legales de 

distinto género. Se trata del cumplimiento de la secuencia de los actos de la 

autoridad administrativa, relacionados entre sí de manera directa o indirecta, y 

que tienden a un fin, todo de acuerdo con disposición que de ellos realice la 

ley.8 

 

Del tenor literal del artículo 38 de la Ley 996 de 2005 antes citado, armonizado 

en el orden descendente constitucional con el artículo 29 de la Carta Superior 

que garantiza el respeto por el Debido Proceso, se evidencia sin lugar a duda 

alguna, que el ALCALDE (E) DE TENERIFE – MAGDALENA, RICHARD 

RAFAEL BARROS PEREA desacató lo en ellas previsto, sin fundamento fáctico 

ni jurídico alguno que lo respaldara pretermitió respetar la expresa prohibición 

establecida por la Ley de Garantías, transgredió el principio de Legalidad; en 

consecuencia los Actos Administrativos que por él fueron expedidos para 

declarar la Insubsistencia de los accionantes carecen de Legalidad, ya que al 

                                                           
8 Sentencia T-550 de 1992 
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haberse programado en primera oportunidad las elecciones atípicas de Alcalde 

en dicho Municipio para el 28 de marzo de 2021 y luego el 9 de mayo de 2021, 

se encontraba la Administración Municipal a su cargo dentro del marco de 

vigencia de esta Ley (4 meses); por ende no tenia posibilidad alguna de 

modificar la nómina de empleados del Municipio, sin embargo mediante los 

Decretos No. 011, 010, 012, 013 y 014 del 5 de marzo del año 2021, declaró la 

insubsistencia de PAULINA TORREGROSA MUÑOZ Coordinadora de Salud 

Pública, DARWIN DE LEÓN JIMÉNEZ Secretario de Planeación, EMILIO 

TURBAY URDA Jefe de Presupuesto, SERGIO GONZALES MADERO 

Tesorero del Municipio y ALBERTO VANEGAS WILCHES Secretario del 

Interior, respectivamente.  

 

Pero como si la abierta transgresión y desconocimiento a los mandatos que le 

imponía la Ley de Garantías (996 de 2005) ya reseñada; no hubieran sido 

suficientes para el Alcalde (E) de TENERIFE (MAG), reincide nuevamente y en 

contravía de lo por ella ordenado, expide el Decreto No. 023 de fecha 10 de 

marzo de 2021 y declara insubsistentes a ZOILA MARÍA CASTILLO BARROS  

Directora de la Casa de Cultura; ANUAR MIGUEL RIVERA DEL TORO  

Auxiliar Administrativo, MIGUEL ÁNGEL ARÉVALO RODRIGUEZ Jefe de 

Recursos Humanos y EDGARDO FARID RIVERA MARÍN conductor 

mecánico; todos funcionarios de la Administración Municipal, causándoles con 

ello un Perjuicio Irremediable, porque a pesar de estar vinculados a cargos de 

Libre Nombramiento y Remoción no podían ser desvinculados, ya que gozaban 

de una estabilidad relativa al amparo de la Ley de Garantías y porque con su 

despido han sufrido un desmedro en sus ingresos económicos, lo que 

igualmente nos lleva a afirmar que el ALCALDE (E), también en esta 

oportunidad vulnero el principio de Legalidad y con ello de “contera”, el 

Debido Proceso Administrativo.  

 

VI. Ahora bien, no debemos olvidar que La Ley de Garantías Electorales 
circunscribe sus prohibiciones a las elecciones presidenciales y demás cargos 
de elección popular, y es que la finalidad de la misma es:  
 

“a) garantizar la igualdad y equidad entre los candidatos que 
aspiran a ocupar cargos de elección popular, b) evitar que la 
voluntad de los electores sea influenciada por la acción u omisión 
de los servidores públicos, c) asegurar la objetividad y 
transparencia en las decisiones administrativas, d) impedir que el 
empleo público se utilice para obtener votos de los servidores o 
sus allegados, e) proteger al empleado que tiene una inclinación 
política distinta al nominador, y f) imposibilitar que las 
vinculaciones al Estado se utilicen como un mecanismo para 
buscar favores políticos durante las contiendas electorales.”9 

                                                           
9 MANUAL de LA LEY DE GARANTIAS – FUNCION PUBLICA  
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A nivel territorial las restricciones empiezan a regir 4 meses antes de las 
elecciones para elegir miembros del Congreso, los Gobernadores, 
Alcaldes Municipales y/o Distritales, Secretarios, Gerentes y directores 
de Entidades Descentralizadas del orden Municipal, Departamental o 
Distrital no podrán vincular o desvincular personal o modificar la nómina 
estatal.” 
 

A su vez, el Consejo de Estado en el concepto 00205 de 2018 ha señalado lo 
siguiente:  
 

“En el pasado la Sección Quinta del Consejo de Estado, ha anulado 
designaciones hechas en periodo preelectoral, este precedente se ratifica 
ahora, bajo la consideración de que la restricción impuesta en la Ley 
Estatutaria de Garantías Electorales, podría será (sic) burlada, si es que se 
acude al expediente de sustituir empleados de libre nombramiento y 
remoción, para reemplazarlos por otros, pues la importancia y número de 
estos cargos, constituiría una posibilidad de eludir los fines de la norma, en 
particular si se considera que los demás empleados están protegidos por la 
estabilidad que es propia del régimen de carrera, por lo que la 
vulnerabilidad en etapas de agitación electoral recae con énfasis en los 
servidores de libre nombramiento y remoción. 

 (…) 

 Todo lo dicho, sin perjuicio de que en casos absolutamente excepcionales, se 
pueda hacer uso de la discrecionalidad, aún en época preelectoral, caso en 
cual habría un especial deber de motivar el acto, como sucedería 
por ejemplo, si un funcionario de libre nombramiento y remoción 
interviene abiertamente en política y se compromete la 
transparencia electoral que la misma ley pretende evitar”10 

 

Así las cosas, exceptuando los casos absolutamente excepcionales señalados en 

el precedente jurisprudencial citado, resulta diáfano y evidente concluir  que 

la separación del cargo de los accionantes no obedece a ninguna de las 

excepciones previstas por la Ley de Garantías; así como tampoco se observa el 

DEBER ESPECIAL que podía asistir al Alcalde (E) RICHARD RAFAEL 

BARROS PEREA en motivar los Actos Administrativos de desvinculación. La 

decisión de expedir los Actos Administrativos de Insubsistencia atacados por 

esta vía Constitucional, no tuvieron fundamento diferente que un actuar por el 

titular de la Administración Municipal desbordando el contenido de la Ley, 

abrogándose facultades que le estaban vedadas por expresa prohibición ante 

la vigencia de la Ley de Garantías, como así se ha reseñado, ya que no podía 

modificar la nómina del Municipio (entiéndase como desvincular y vincular) 

dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones, ni estaba proveyendo 

cargos por faltas definitivas, renuncia irrevocable o aplicación de las normas 
                                                           
10 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Sentencia del 11 de 
noviembre de 2010. Radicación número: 73001-23-31-000-2006-01792-01(0481-10). 
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de carrera administrativa, de allí que la desvinculación de los accionantes solo 

podía ser motivada en la interferencia con la transparencia electoral que busca 

la Ley 996 de 2005, lo que nunca ocurrió, en conclusión solo fueron Actos 

Administrativos expedidos como producto de la mera liberalidad del Alcalde 

(E) y por fuera de los límites de la Ley.  

  

VII. En el presente caso son fundamento de la transgresión a los derechos  

fundamentales de los accionantes, las actuaciones administrativas expedidas 

por el ALCALDE (E) de TENERIFE - Magdalena RICHARD RAFAEL 

BARROS PEREA, las que se materializaron con la expedición de los Actos 

Administrativos mediante los cuales se declaró la insubsistencia de PAULINA 

TORREGROSA MUÑOZ, ALBERTO VANEGAS WILCHES, SERGIO 

GONZALES MADERO, EMILIO TURBAY URDA, DARWIN DE LEÓN 

JIMÉNEZ, ZOILA MARÍA CASTILLO BARROS, ANUAR MIGUEL 

RIVERA DEL TORO, MIGUEL ÁNGEL ARÉVALO RODRÍGUEZ y 

EDGARDO FARID RIVERA MARÍN,  a los que se suman posteriormente 

aquellos Actos expedidos para designar el reemplazo de cada uno de ellos, lo 

que igualmente ocurrió estando bajo la prohibición de la Ley de Garantías, 

toda vez que las elecciones se realizarían el 28 de marzo de 2021, fecha 

postergada para el 9 de mayo del año en curso; es decir, que el ALCALDE  (E) 

infringió de manera flagrante la norma en doble vía.  

 

Si bien es cierto que los Actos Administrativos cuestionados deben ser 

controvertidos ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa por medio de 

la acción correspondiente, solicitando la Suspensión Provisional de los 

mismos, no lo es menos que la Corte Constitucional ha sentado el precedente 

en el sentido que, en determinadas circunstancias es procedente la Tutela 

como Mecanismo Transitorio, aunque dentro de un proceso administrativo 

exista la posibilidad de pedir la mencionada suspensión del acto acusado. 

 

Al efecto la Sentencia SU-1193/00, señala: 
  
  

“La acción de tutela y la suspensión provisional no pueden mirarse como 
instrumentos de protección excluyentes, sino complementarios. En tal virtud, 
una es la perspectiva del juez contencioso administrativo sobre viabilidad de la 
suspensión provisional del acto, según los condicionamientos que le impone la 
ley, y otra la del juez constitucional, cuya misión es la de lograr la efectividad 
de los derechos constitucionales fundamentales. Por consiguiente, pueden 
darse eventualmente decisiones opuestas que luego se resuelven por el juez que 
debe fallar en definitiva el asunto; así bajo la óptica de la regulación legal 
estricta el juez administrativo puede considerar que no se da la manifiesta 
violación de un derecho fundamental y sin embargo el juez de tutela, que si 
puede apreciar el mérito de la violación o amenaza puede estimar que esta 
existe y, por ende, conceder el amparo solicitado. En conclusión, es posible 
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instaurar simultáneamente la acción de tutela como mecanismo transitorio 
para evitar un perjuicio irremediable, sin que interese que se haya solicitado o 
no la suspensión provisional del acto administrativo, pues en parte alguna la 
norma del art. 8 impone como limitante que no se haya solicitado al instaurar 
la acción contenciosa administrativa dicha suspensión.” 

  
En el presente asunto, resulta palmaria la vulneración del Derecho al Debido 
Proceso Administrativo con ocasión de la expedición ilegal de los Actos 
Administrativos, lo que conllevo de manera concomitante a la vulneración del 
derecho al Trabajo y del Acceso a Cargos Públicos al ser desvinculados de la 
administración Municipal los accionantes, pues estos últimos derechos 
dependen directamente para su configuración, de la violación al primero, 
transgresión que aquí ocurrió como en líneas superiores ya hemos señalado. 
 
Conforme a los hechos y las pruebas acreditadas en el expediente, es evidente 
que en virtud a la expedición de los Decretos No. 010, 011, 012, 013, 014 del 5 
de marzo y 023 del 10 de marzo de 2021 respectivamente, en los que se declara 
insubsistentes a PAULINA TORREGROSA MUÑOZ, ALBERTO VANEGAS 
WILCHES, SERGIO GONZALES MADERO, EMILIO TURBAY URDA, 
DARWIN DE LEÓN JIMÉNEZ, ZOILA MARÍA CASTILLO BARROS, 
ANUAR MIGUEL RIVERA DEL TORO, MIGUEL ÁNGEL ARÉVALO 
RODRÍGUEZ Y EDGARDO FARID RIVERA MARÍN, se vulnero por el 
ALCALDE (E) RICHARD RAFAEL BARROS PEREA el principio de 
Legalidad y con ello el Debido Proceso Administrativo, concomitante con el 
derecho al Trabajo y el Acceso a Cargos Públicos.   
 
VIII. En consonancia con lo anterior, es preciso señalar que le asiste razón a 
los accionantes y por ello el despacho procederá a Dejar Sin Efectos los 
Decretos No. 010, 011, 012, 013, 014 expedidos el 5 de marzo de 2021 en los que 
se declaró Insubsistentes a PAULINA TORREGROSA MUÑOZ, ALBERTO 
VANEGAS WILCHES, SERGIO GONZALES MADERO, EMILIO TURBAY 
URDA, DARWIN DE LEÓN JIMÉNEZ; como también el Decreto No. 023 de 
fecha 10 de marzo de 2021, en donde igualmente se declaró insubsistentes a 
ZOILA MARÍA CASTILLO BARROS, ANUAR MIGUEL RIVERA DEL 
TORO, MIGUEL ÁNGEL ARÉVALO RODRÍGUEZ Y EDGARDO FARID 
RIVERA MARÍN. Como consecuencia de ello, se ordena al ALCALDE  (E) 
RICHARD RAFAEL BARROS PEREA, que reintegre a los accionantes 
PAULINA TORREGROSA MUÑOZ, ALBERTO VANEGAS WILCHES, 
SERGIO GONZALES MADERO, EMILIO TURBAY URDA, DARWIN DE 
LEÓN JIMÉNEZ, ZOILA MARÍA CASTILLO BARROS, ANUAR MIGUEL 
RIVERA DEL TORO, MIGUEL ÁNGEL ARÉVALO RODRÍGUEZ Y 
EDGARDO FARID RIVERA MARÍN a los cargos que venían desempeñando 
en la Alcaldía Municipal de TENERIFE (MAG.), dejando previamente sin 
efecto también por Ilegalidad, los Actos Administrativos mediante los cuales 
designó reemplazo a los anteriores funcionarios, con ocasión de la declaratoria 
de Insubsistencia. 
 
Así las cosas, el Despacho procederá a Amparar Como Mecanismo Transitorio 
los derechos fundamentales al Debido Proceso Administrativo, el Trabajo y el 
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Acceso a Cargos Públicos de los accionantes, PAULINA TORREGROSA 
MUÑOZ, ALBERTO VANEGAS WILCHES, SERGIO GONZALES 
MADERO, EMILIO TURBAY URDA, DARWIN DE LEÓN JIMÉNEZ, 
ZOILA MARÍA CASTILLO BARROS, ANUAR MIGUEL RIVERA DEL 
TORO, MIGUEL ÁNGEL ARÉVALO RODRÍGUEZ Y EDGARDO FARID 
RIVERA MARÍN, ello mientras dure la vigencia de la Ley de Garantías (Ley 
996 de 2005). En consecuencia con tal decisión, se ordena a RICHARD 

RAFAEL BARROS PEREA - ALCALDE (E) DE TENERIFE MAGDALENA, 
para que en el término improrrogable de veinticuatro (24) horas contadas a 
partir de la notificación de ésta decisión, proceda a dejar sin efectos los 
Decretos No. 010, 011, 012, 013, 014 expedidos el 5 de marzo de 2021 en los que 
separo del cargo por Insubsistentes a PAULINA TORREGROSA MUÑOZ, 
ALBERTO VANEGAS WILCHES, SERGIO GONZALES MADERO, 
EMILIO TURBAY URDA, DARWIN DE LEÓN JIMÉNEZ y el Decreto No. 
023 de fecha 10 de marzo de 2021, en donde separo del cargo por 
Insubsistentes a ZOILA MARÍA CASTILLO BARROS, ANUAR MIGUEL 
RIVERA DEL TORO, MIGUEL ÁNGEL ARÉVALO RODRÍGUEZ Y 
EDGARDO FARID RIVERA MARÍN. En consecuencia de ello, se ordena 
reintegrar sin solución de continuidad a PAULINA TORREGROSA 
MUÑOZ, ALBERTO VANEGAS WILCHES, SERGIO GONZALES 
MADERO, EMILIO TURBAY URDA, DARWIN DE LEÓN JIMÉNEZ, 
ZOILA MARÍA CASTILLO BARROS, ANUAR MIGUEL RIVERA DEL 
TORO, MIGUEL ÁNGEL ARÉVALO RODRÍGUEZ Y EDGARDO FARID 
RIVERA MARÍN  a los cargos que venían desempeñando, por las razones 
expuestas anteriormente. Así mismo, deberá dejar sin efectos los Actos 
Administrativos que hubiere expedido, con la finalidad de nombrar el 
reemplazo de los accionantes, a partir del momento en que fueron separados 
de sus cargos.   
 
En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO 

de Santa Marta Administrando Justicia en nombre de la Republica de 

Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. AMPARAR COMO MECANISMO TRANSITORIO, los 

derechos fundamentales al Debido Proceso Administrativo, al Trabajo y al 

Mínimo Vital de PAULINA TORREGROSA MUÑOZ, ALBERTO 

VANEGAS WILCHES, SERGIO GONZALES MADERO, EMILIO TURBAY 

URDA, DARWIN DE LEÓN JIMÉNEZ, ZOILA MARÍA CASTILLO 

BARROS, ANUAR MIGUEL RIVERA DEL TORO, MIGUEL ÁNGEL 

ARÉVALO RODRÍGUEZ Y EDGARDO FARID RIVERA MARÍN, de 

conformidad con las razones expuestas en la parte considerativa de esta 

providencia. 
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SEGUNDO. ORDENAR a RICHARD RAFAEL BARROS PEREA, quien 
ostenta la calidad de ALCALDE (E) de TENERIFE – MAGDALENA que en el 
termino improrrogable de veinticuatro (24) horas contadas a partir de la 
notificación de ésta decisión, proceda a dejar sin efecto los Decretos No. 010, 
011, 012, 013, 014 expedidos el 5 de marzo de 2021 en los que separo del cargo 
por Insubsistencia a PAULINA TORREGROSA MUÑOZ, ALBERTO 
VANEGAS WILCHES, SERGIO GONZALES MADERO, EMILIO TURBAY 
URDA, DARWIN DE LEÓN JIMÉNEZ y el Decreto No. 023 de fecha 10 de 
marzo de 2021, en donde separo del cargo por insubsistencia a ZOILA 
MARÍA CASTILLO BARROS, ANUAR MIGUEL RIVERA DEL TORO, 
MIGUEL ÁNGEL ARÉVALO RODRÍGUEZ Y EDGARDO FARID RIVERA 
MARÍN. Como consecuencia de ello, se ordena reintegrar sin solución de 
continuidad a PAULINA TORREGROSA MUÑOZ, ALBERTO VANEGAS 
WILCHES, SERGIO GONZALES MADERO, EMILIO TURBAY URDA, 
DARWIN DE LEÓN JIMÉNEZ, ZOILA MARÍA CASTILLO BARROS, 
ANUAR MIGUEL RIVERA DEL TORO, MIGUEL ÁNGEL ARÉVALO 
RODRÍGUEZ Y EDGARDO FARID RIVERA MARÍN a los cargos que 
venían desempeñando, por las razones expuestas anteriormente. Así mismo, 
deberá dejar sin efectos los Actos Administrativos que hubiere expedido, con 
la finalidad de nombrar el reemplazo de los accionantes, a partir del momento 
en que fueron separados de sus cargos.   
   

TERCERO. NOTIFÍQUESE a los sujetos procesales intervinientes y 

vinculados a esta actuación y de no ser impugnado el presente fallo, se 

remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

EL JUEZ,  

 

 

CARLOS JULIO ZAGARRA SILVA  

 

 

LA SECRETARIA,  

 

 

LEIDY DIANA CERCHIARO CHIMENTY  

 

 

 

 

 


